
 veintitrés de octubre de dos mil veintiséis 

 AUDIENCIA CONSTITUCIONAL

En la ciudad de Querétaro, Querétaro, siendo las NUEVE HORAS CON DOS 
MINUTOS DEL VEINTITRÉS DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTISÉIS, hora y día 

señalados para la celebración de la audiencia constitucional en los presentes autos, 

en audiencia pública el Doctor en Derecho, Karlos Alberto Soto García, Juez 

Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativo y de Trabajo y de 

Juicios Federales en el Estado de Querétaro, ante Claudia Gómez Peralta, 
Secretario que autoriza y da fe, la declaró abierta sin asistencia de las partes, de 

conformidad con lo establecido por los numerales 115 y 124 de la Ley de Amparo.

A continuación, la Secretaria  hace constar que en el expediente obran las 

constancias necesarias para resolver, al encontrarse el presente expediente 

debidamente integrado.

Asimismo, se hace constar que las autoridades Secretaría del Bienestar, 
Dirección General de Operación Integral de Programas, Unidad para la 
Atención de Grupos Prioritarios de la Dirección General de Operación Integral, 
y Dirección General para la Validación de Beneficiarios, todos de la Secretaría 
de Bienestar con sede en la Ciudad de México, fueron omisos en rendir sus 

informes justificados, no obstante de haber quedado debidamente emplazados de 

ello, desde el ocho de septiembre de dos mil veintiséis (foja 40).

Acto continuo,  el Juez acuerda: se tiene por realizada la relación de 

constancias, lo anterior para los efectos legales del caso.

Con relación a la omisión de las responsables en rendir su informe con 

justificación, tómese en consideración al resolver.

Enseguida, se declara abierto el periodo de pruebas, en el que el 

Secretario relaciona las relaciona las documentales que remitió la parte quejosa con 

su demanda (foja 23 a 26), así como la instrumental y la presuncional en su doble 

aspecto.

El Juez acuerda: Con fundamento en el artículo 119 de la Ley de Amparo, 

se tienen por admitidas y desahogadas, dada su propia y especial naturaleza 

jurídica, las pruebas relacionadas. Con lo anterior, se cierra el periodo probatorio.

Sin más pruebas por desahogar se declaró concluido el período probatorio y 

se abrió la fase de alegatos, en el que la Secretaria, hace constar que ninguna de 

las partes los formuló, ni el Agente del Ministerio Público presentó pedimento alguno 

en tal sentido.

A lo que el Juez acuerda: Atendiendo a la cuenta del secretario, se tiene 
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por precluido el derecho de las partes para formular alegatos con posterioridad; por 

lo que, al no existir más manifestaciones, se declara cerrada la etapa.

Por último, toda vez que no existe documento alguno pendiente de acordar, 

procede a dictar la resolución correspondiente:

VISTOS los autos para resolver el juicio de amparo 1770/2026-II; y,

RESULTANDO:

I. Presentación de demanda: dos de septiembre de dos mil veintiséis.

Quejosa: **** ***** ******** ********* por propio derecho.

Solicitan el amparo y protección de la Justicia Federal, contra las 

autoridades responsables y por los actos que se describen en el escrito de 

demanda, los cuales se tienen por reproducidos como si a la letra se insertaran.

III. Oportunidad de la demanda. En el presente caso se reclaman actos de 

omisión, por lo que son de tracto sucesivo, ya que la violación se actualiza de 

momento a momento por tratarse de un hecho continuo que no se agota una vez 

producido, sino hasta en tanto cese la negativa u omisión de que se trata; por lo 

tanto, no están sujetos al término de quince días a que alude el artículo 17 de la Ley 

de Amparo, sino que pueden reclamarse en cualquier momento.

Apoya lo considerado, por identidad de razón, la tesis publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo X, Julio de 1992, página 

332, de tenor literal siguiente:

“ACTO NEGATIVO. CONTRA EL, NO CORRE EL TERMINO PREVISTO 
POR EL ARTICULO 21, DE LA LEY DE AMPARO. La negativa u omisión de la 
autoridad responsable de resolver el recurso de revocación, tiene el carácter de acto 
negativo y como tal es de tracto sucesivo, porque la violación se actualiza de 
momento a momento, por tratarse de hechos continuos que no se agotan una vez 
producidos, sino hasta en tanto cese la negativa u omisión de que se trata, por ende 
no están sujetos al término de quince días a que alude el artículo 21, de la Ley de 
Amparo, sino que pueden reclamarse en cualquier momento”.

III. Admitida la demanda e integrado el asunto, se puso en estado de 

resolución.

C O N S I D E R A N D O.

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Segundo de Distrito en Materia de 

Amparo Civil, Administrativo y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de 

Querétaro, es legalmente competente para conocer y resolver este juicio de amparo, 

conforme a los artículos 103, fracción I y 107, fracción VII, de la Constitución 

Federal, 33, fracción IV, 35, 37 y 107, fracción I, de la Ley de Amparo, 54, 57 y 58 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como en términos de lo 
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dispuesto por los acuerdos 3/2013, 30/2014 y 15/2022 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, en virtud de que se reclama un acto omisivo de autoridades 

administrativas y este órgano jurisdiccional previno en el conocimiento del asunto.

SEGUNDO. Precisión de actos reclamados. En términos de lo dispuesto 

en el artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo, hecho el análisis integral de la 

demanda, así como de las constancias que integran el presente expediente, se 

pone de manifiesto que en este juicio de amparo la parte quejosa reclama1:

- La omisión de incorporación al programa “Bienestar de las Personas con 

Discapacidad”, en virtud del trámite presentado desde el dos de 
septiembre de dos mil veinte; y, como consecuencia de ello, la falta de 

pago del beneficio.

TERCERO. Las autoridades responsables, Secretaría del Bienestar, 
Dirección General de Operación Integral de Programas, Unidad para la 
Atención de Grupos Prioritarios de la Dirección General de Operación Integral, 
y Dirección General para la Validación de Beneficiarios, todos de la Secretaría 
de Bienestar, con sede en la Ciudad de México, fueron omisas en rendir sus 

informes justificados, no obstante de haber quedado debidamente emplazados de 

ello, desde el ocho de septiembre de dos mil veintiséis (foja 40), sin embargo, opera 

la presunción de certeza de los actos que se les atribuyen, de conformidad con el 

numeral 117 de la Ley de Amparo.

De igual modo, son ciertos los actos atribuidos al Director Regional de 
Programas para el Desarrollo en el Estado de Querétaro, y al Subdirector 
Jurídico adscrito a la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Delegación de 
Programas para el Desarrollo en el Estado de Querétaro, aun cuando lo hayan 

negado al rendir sus informes justificados correspondientes.

Lo anterior, pues cada una tiene su participación, en el ámbito de sus 

atribuciones, según lo establecido en el Acuerdo por el que se emiten las Reglas de 
Operación del Programa Pensión para el Bienestar de las Personas con 
Discapacidad Permanente, para el Ejercicio Fiscal 2026.

En efecto, el artículo 3.10.2 de dichas reglas de operación, señala, en lo que 

interesa, que la instancia a cargo de la operación del programa será la Dirección 

1 Sirve de apoyo  la jurisprudencia P./J.40/2000 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la 
página treinta y dos, del tomo XI, del mes de abril de dos mil, correspondiente a la Novena Época, del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo rubro: “DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN SU 
INTEGRIDAD.”

Con igual idea se invoca la jurisprudencia 55/98, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, impresa en la página doscientos veintisiete, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
tomo VIII, agosto de mil novecientos noventa y ocho, correspondiente a la Novena Época, de rubro siguiente: 
“ACTOS RECLAMADOS. DEBE ESTUDIARSE ÍNTEGRAMENTE LA DEMANDA DE AMPARO PARA 
DETERMINARLOS”

Del mismo modo, se cita el criterio que sustenta el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que con el 
número P. VI/2004, aparece publicado en la página doscientos cincuenta y cinco, del Tomo XIX, del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente al mes de abril de dos mil cuatro, Novena Época, de rubro: 
“ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA SENTENCIA DE AMPARO”
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General de Operación Integral de Programas, en coordinación con las Delegaciones 

de Programas para el Desarrollo en las entidades federativas.
“3.10.2 Instancia Operativa
La instancia a cargo de la operación del Programa será la Dirección General de 

Operación Integral de Programas (DGOIP) en coordinación con las Delegaciones de 
Programas para el Desarrollo en las entidades federativas.

Corresponderá a las Delegaciones de Programas para el Desarrollo en las entidades 
federativas, participar en la coordinación e implementación del Programa en términos de la 
normatividad aplicable. Asimismo, deberán resguardar los expedientes de las personas 
derechohabientes completos, garantizando la confidencialidad y la protección de datos 
personales que sean recabados, mediante los mecanismos de seguridad física y digital 
necesarios, en cumplimiento con las disposiciones en materia de transparencia y acceso a la 
información pública aplicables.

Los archivos que conforman los expedientes de las personas derechohabientes 
podrán integrarse mediante documentos físicos o electrónicos, debiéndose garantizar en 
todo momento su confidencialidad y su uso, que está limitado únicamente para el 
otorgamiento de los apoyos para las Personas con Discapacidad Permanente, de 
conformidad con la normatividad en materia de transparencia y protección de datos.”

Asimismo, prescribe que corresponderá a las Delegaciones de Programas 

para el Desarrollo en las entidades federativas, participar en la coordinación e 

implementación del Programa en términos de la normatividad aplicable.

Por su parte, el numeral 3.10.3, determina que la Instancia Ejecutora y 

responsable de esta pensión será la Unidad para la Atención de Grupos Prioritarios 

a través de la Dirección General de Operación Integral de Programas y la Dirección 

General para la Validación de Beneficiarios.
“3.10.3 Instancia Ejecutora
La Instancia Ejecutora será la Unidad para la Atención de Grupos Prioritarios a través de la 

Dirección General de Operación Integral de Programas y la Dirección General para la Validación de 
Beneficiarios.”

Mientras que el artículo 3.10.5, establece que, derivado de que los 

programas sociales atienden múltiples necesidades, se hace imprescindible la 

colaboración y coordinación interinstitucional para atenderlas de manera integral, 

eficientar los procesos y facilitar el acceso de forma equitativa a los Programas para 

el Bienestar.
“3.10.5 Coordinación Institucional
Derivado de que los programas sociales atienden múltiples necesidades, se hace 

imprescindible la colaboración y coordinación interinstitucional para atenderlas de manera 
integral, eficientar los procesos y facilitar el acceso de forma equitativa a los Programas para 
el Bienestar.

La Coordinación General de Programas para el Desarrollo, en colaboración con la 
Secretaría de Bienestar, son las instancias responsables de la coordinación entre las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal para la ejecución de planes, 
programas y acciones que integran la política de bienestar; por tal motivo, se trabaja de 
manera conjunta para institucionalizar la operación de los programas y garantizar su 
continuidad.

Asimismo, se podrán establecer acuerdos de coordinación con las Instituciones 
Públicas del Sector Salud, para el establecimiento de un formato o documento base con el 
dictamen médico que acredite la discapacidad permanente para que, las personas 
solicitantes puedan acceder a los apoyos que otorga el programa.”

De igual forma, señala que la Coordinación General de Programas para el 
Desarrollo, en colaboración con la Secretaría de Bienestar, son las instancias 

responsables de la coordinación entre las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal para la ejecución de planes, programas y acciones 
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que integran la política de bienestar; por tal motivo, se trabaja de manera conjunta 

para institucionalizar la operación de los programas y garantizar su continuidad.

Como es posible advertir, las autoridades responsables tienen facultades de 

coordinación, colaboración, implementación, operación y ejecución de dicho 

programa de bienestar, para que de manera conjunta se institucionalice dicha 

colaboración a fin de garantizar su continuidad; por lo que, se insiste, cada una tiene 

participación en la implementación de dicho programa social, de ahí que la 

existencia del acto reclamado atribuida a las autoridades responsables es cierta, 

máxime que las responsables realizaron manifestaciones que evidenciaron su 

certeza.

Además que al rendir su informe justificado las autoridades responsables 

hacen manifestaciones que evidencian su certeza y la parte quejosa a su demanda 

acompañó los siguientes documentos:

1) Acuse de formato de registro personas con discapacidad con número de 

folio ******* de tres de septiembre de dos mil veinte (foja 26);

2) Copia de certificado de discapacidad permanente a nombre del quejoso 

(foja 24);

3) Copia de la Clave Única de Registro de Población del impetrante (foja 

23);

Además que al rendir su informe justificado las autoridades responsables 

hacen manifestaciones que evidencian su certeza.

Lo anterior, en virtud de que el Subdirector Jurídico adscrito a la Unidad 
de Asuntos Jurídicos de la Delegación de Programas para el Desarrollo en el 
Estado de Querétaro, comunicó que brindo la atención ciudadana al quejoso, a 

través de la Coordinación Operativa del Programa, realizando la debida 

identificación de la persona en el módulo, la compulsa de documentación y llenando 

la respectiva cédula de información de solicitud de incorporación, lo cual se 

comprueba con la cédula del Formato único de Bienestar de folio ******* (foja 56); 

de igual modo señaló que el seguimiento posterior de validación del mismo e 

incorporación al padrón de beneficiarios del programa, como beneficiario activo, es 

atribución propia de otras autoridades.

Documentos valorados conforme a los artículos 312, fracción VIII, 343 y 344 

del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, de aplicación supletoria 

a la Ley de Amparo, la parte agraviada justifica su inscripción al Programa Bienestar 

de Personas Discapacitadas y que las autoridades responsables no han 
concluido su trámite para que reciba el apoyo Bienestar; de ahí su existencia.

CUARTO. Causales de improcedencia. Previamente al estudio de fondo del 

presente asunto, se procede a analizar las causas de improcedencia ya sea que las 
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hagan valer las partes o que se adviertan de oficio, por ser una cuestión de orden 

público y de estudio preferente, en términos del artículo 62 de la Ley de Amparo y 

atento a lo establecido por la jurisprudencia número 940, publicada en la página 

1538, de la Segunda Parte del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 

1917-1988, que es del tenor siguiente: 

"IMPROCEDENCIA. Sea que las partes la aleguen o no, debe examinarse 
previamente la procedencia del juicio de amparo, por ser esa cuestión de orden 
público en el juicio de garantías".

En la especie, al rendir su informe justificado, el Director Regional de 

Programas para el Desarrollo en el Estado de Querétaro, y el Subdirector Jurídico 

adscrito a la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Delegación de Programas para el 

Desarrollo en el Estado de Querétaro, sostienen que se actualiza la causa de 

improcedencia establecida en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el 

diverso 5, fracción II, todos de la Ley de Amparo, en el sentido de que no les resulta 

el carácter de autoridades para efectos del juicio de amparo.

Lo expuesto, se desestima, pues, como quedó evidenciado en el apartado 

relativo a la certeza de los actos reclamados, las autoridades responsables tienen 

facultades de coordinación, colaboración, implementación, operación y ejecución, de 

acuerdo con lo establecido en las Reglas de Operación del Programa Pensión 
para el Bienestar de las Personas con Discapacidad Permanente, para el 
Ejercicio Fiscal 2026, en sus artículos 3.10.2, 3.10.3 y 3.10.5.

Además, del informe justificado rendido por una de ellas, se aprecia que se 

emitió el formato folio  *******, de inscripción al Programa Personas con 

Discapacidad Permanente, el tres de septiembre de dos mil veinte, lo que implica 

que tuvo participación en los actos reclamados.

De ahí que sí les resulte el carácter de autoridades responsables para efectos 

del juicio de amparo, habida cuenta que con dichas facultades puede crear, 

modificar o extinguir situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria, o bien, 

omitir un acto que de realizarse tendría esos mismos efectos.

Sobre ese punto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió 

la tesis P. XXVII/97, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo V, febrero de 1997, página 118, en la que definió lo 

que en la corriente institucional administrativa debe considerarse, para efectos del 

amparo como autoridad, en los términos siguientes:
“AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. LO SON AQUELLOS 

FUNCIONARIOS D ORGANISMOS PÚBLICOS QUE CON FUNDAMENTO EN LA LEY 
EMITEN ACTOS UNILATERALES POR LOS QUE CREAN, MODIFICAN O EXTINGUEN 
SITUACIONES JURÍDICAS QUE AFECTAN LA ESFERA LEGAL DEL GOBERNADO. Este 
Tribunal Pleno considera que debe interrumpirse el criterio que con el número 300 aparece 
publicado en la página 519 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, 
Segunda Parte, que es del tenor siguiente: 'AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO 
DE AMPARO. El término «autoridades» para los efectos del amparo, comprende a todas 
aquellas personas que disponen de la fuerza pública en virtud de circunstancias, ya legales, 
ya de hecho, y que, por lo mismo, estén en posibilidad material de obrar como individuos que 
ejerzan actos públicos, por el hecho de ser pública la fuerza de que disponen.', cuyo primer 
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precedente data de 1919, dado que la realidad en que se aplica ha sufrido cambios, lo que 
obliga a esta Suprema Corte de Justicia, máximo intérprete de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, a modificar sus criterios ajustándolos al momento actual. En 
efecto, las atribuciones del Estado mexicano se han incrementado con el curso del tiempo, y 
de un Estado de derecho pasamos a un Estado social de derecho con una creciente 
intervención de los entes públicos en diversas actividades, lo que ha motivado cambios 
constitucionales que dan paso a la llamada rectoría del Estado en materia económica, que a 
su vez modificó la estructura estadual, y gestó la llamada administración paraestatal formada 
por los organismos descentralizados y las empresas de participación estatal, que 
indudablemente escapan al concepto tradicional de autoridad establecido en el criterio ya 
citado. Por ello, la aplicación generalizada de éste en la actualidad conduce a la indefensión 
de los gobernados, pues estos organismos en su actuación, con independencia de la 
disposición directa que llegaren a tener o no de la fuerza pública, con fundamento en una 
norma legal pueden emitir actos unilaterales a través de los cuales crean, modifican o 
extinguen por sí o ante sí, situaciones jurídicas que afecten la esfera legal de los 
gobernados, sin la necesidad de acudir a los órganos judiciales ni del consenso de la 
voluntad del afectado. Esto es, ejercen facultades decisorias que les están atribuidas en la 
ley y que por ende constituyen una potestad administrativa, cuyo ejercicio es irrenunciable y 
que por tanto se traducen en verdaderos actos de autoridad al ser de naturaleza pública la 
fuente de tal potestad. Por ello, este Tribunal Pleno considera que el criterio supracitado no 
puede ser aplicado actualmente en forma indiscriminada sino que debe atenderse a las 
particularidades de la especie o del acto mismo; por ello, el juzgador de amparo, a fin de 
establecer si a quien se atribuye el acto es autoridad para efectos del juicio de amparo, debe 
atender a la norma legal y examinar si lo faculta o no para tomar decisiones o resoluciones 
que afecten unilateralmente la esfera jurídica del interesado, y que deben exigirse mediante 
el uso de la fuerza pública o bien a través de otras autoridades.”.

Asimismo, la Segunda Sala del Máximo Tribunal del País, emitió la diversa 

jurisprudencia 2a. /J. 164/2011, localizable en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, Septiembre de 2011, página 

1089, cuyo rubro y texto son del tenor siguiente:
“AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. NOTAS 

DISTINTIVAS. Las notas que distinguen a una autoridad para efectos del juicio de amparo 
son las siguientes: a) La existencia de un ente de hecho o de derecho que establece una 
relación de supra a subordinación con un particular; b) Que esa relación tenga su nacimiento 
en la ley, lo que dota al ente de una facultad administrativa, cuyo ejercicio es irrenunciable, al 
ser pública la fuente de esa potestad; c) Que con motivo de esa relación emita actos 
unilaterales a través de los cuales cree, modifique o extinga por sí o ante sí, situaciones 
jurídicas que afecten la esfera legal del particular; y, d) Que para emitir esos actos no 
requiera acudir a los órganos judiciales ni precise del consenso de la voluntad del afectado.”

Establecido lo anterior, dado que no se advierte la actualización de causa de 

improcedencia que obligue a decretar el sobreseimiento en el juicio, ni se hizo valer 

alguna otra que deba analizarse, se procede realizar el análisis del concepto de 

violación realizado por la parte quejosa, sin necesidad de transcripción2.

QUINTO. Estudio de los conceptos de violación.

La parte quejosa argumenta en su segundo concepto de violación que el 

acto reclamado transgrede sus derechos consagrados en los artículos 4° de la 

Constitución General, y 28 de la Convención sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad,  pues el tres de septiembre de dos mil veinte, ingresó la solicitud 

de incorporación al programa Pensión para el Bienestar de las Personas con 

Discapacidad, sin embargo, la omisión de las autoridades responsables de 

2 La transcripción de los conceptos de violación es innecesaria, y al respecto es aplicable la 
jurisprudencia 2ª./J 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXXI, 
mayo de 2010, de rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS 
PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA 
SU TRANSCRIPCIÓN”
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pronunciarse sobre la procedencia dicha petición, resulta violatoria del derecho de 

acceso a la tutela jurisdiccional efectiva reconocida en el artículo 17 constitucional, 

ello, en función de lo previsto por los acuerdos que emiten las reglas de operación 

del programa aludido; lo cual se traduce en una dilación en la prosecución y 

resolución de los asuntos sometidos a su consideración y. por ende, una afectación 

directa al derecho fundamental en estudio.

Insiste en que  la omisión de acceso a los recursos otorgados por la 

Secretaría de Bienestar, con el fin de que se le otorgue la pensión a la que tiene 

derecho, como prerrogativa de acuerdo a su discapacidad; cuyo fin es contar con un 

apoyo que le proporcione un nivel de autonomía, vulnera sus derechos 

fundamentales previstos en los artículos 1º 4º y 17º de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.

Bajo la suplencia de la queja deficiente, es esencialmente fundado el 

argumento sintetizado y suficiente para conceder el amparo solicitado.

En efecto, el artículo 1° señala que, en los Estados Unidos Mexicanos, todas 

las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y 

en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como 

de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 

suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 

establece.

Del mismo modo, establece que las normas relativas a los derechos 

humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados 

internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la 

protección más amplia. Por su parte, también sostiene que todas las autoridades, en 

el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 

y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el 

Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 

derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

En relación con lo anterior, al resolver la contradicción de tesis 293/2011, el 

Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación interpretó los alcances 

del artículo 1° Constitucional, reformado en junio de 2011, para concluir 

esencialmente que dicha reforma incorporó dos fuentes de derechos humanos, los 

reconocidos en la propia Constitución, así como en los tratados internacionales 

ratificados por el Estado Mexicano; además, que incorporó dos herramientas 

hermenéuticas para la solución de los problemas jurídicos, a saber: el principio pro 

persona y la interpretación conforme a la Constitución y con los tratados 

internacionales de derechos humanos.
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Contradicción que dio origen a las jurisprudencias P./J. 20/2014 (10a.) y P./J. 

21/2014 (10a.), que establecen respectivamente: 
“DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LOS 

TRATADOS INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL PARÁMETRO DE CONTROL DE 
REGULARIDAD CONSTITUCIONAL, PERO CUANDO EN LA CONSTITUCIÓN HAYA 
UNA RESTRICCIÓN EXPRESA AL EJERCICIO DE AQUÉLLOS, SE DEBE ESTAR A LO 
QUE ESTABLECE EL TEXTO CONSTITUCIONAL. El primer párrafo del artículo 1o. 
constitucional reconoce un conjunto de derechos humanos cuyas fuentes son la Constitución 
y los tratados internacionales de los cuales el Estado Mexicano sea parte. De la 
interpretación literal, sistemática y originalista del contenido de las reformas constitucionales 
de seis y diez de junio de dos mil once, se desprende que las normas de derechos humanos, 
independientemente de su fuente, no se relacionan en términos jerárquicos, entendiendo 
que, derivado de la parte final del primer párrafo del citado artículo 1o., cuando en la 
Constitución haya una restricción expresa al ejercicio de los derechos humanos, se deberá 
estar a lo que indica la norma constitucional, ya que el principio que le brinda supremacía 
comporta el encumbramiento de la Constitución como norma fundamental del orden jurídico 
mexicano, lo que a su vez implica que el resto de las normas jurídicas deben ser acordes 
con la misma, tanto en un sentido formal como material, circunstancia que no ha cambiado; 
lo que sí ha evolucionado a raíz de las reformas constitucionales en comento es la 
configuración del conjunto de normas jurídicas respecto de las cuales puede predicarse 
dicha supremacía en el orden jurídico mexicano. Esta transformación se explica por la 
ampliación del catálogo de derechos humanos previsto dentro de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, el cual evidentemente puede calificarse como parte del 
conjunto normativo que goza de esta supremacía constitucional. En este sentido, los 
derechos humanos, en su conjunto, constituyen el parámetro de control de regularidad 
constitucional, conforme al cual debe analizarse la validez de las normas y actos que forman 
parte del orden jurídico mexicano.”

“JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS. ES VINCULANTE PARA LOS JUECES MEXICANOS SIEMPRE 
QUE SEA MÁS FAVORABLE A LA PERSONA. Los criterios jurisprudenciales de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, con independencia de que el Estado Mexicano haya 
sido parte en el litigio ante dicho tribunal, resultan vinculantes para los Jueces nacionales al 
constituir una extensión de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, toda vez 
que en dichos criterios se determina el contenido de los derechos humanos establecidos en 
ese tratado. La fuerza vinculante de la jurisprudencia interamericana se desprende del propio 
mandato establecido en el artículo 1o. constitucional, pues el principio pro persona obliga a 
los Jueces nacionales a resolver cada caso atendiendo a la interpretación más favorable a la 
persona. En cumplimiento de este mandato constitucional, los operadores jurídicos deben 
atender a lo siguiente: (i) cuando el criterio se haya emitido en un caso en el que el Estado 
Mexicano no haya sido parte, la aplicabilidad del precedente al caso específico debe 
determinarse con base en la verificación de la existencia de las mismas razones que 
motivaron el pronunciamiento; (ii) en todos los casos en que sea posible, debe armonizarse 
la jurisprudencia interamericana con la nacional; y (iii) de ser imposible la armonización, 
debe aplicarse el criterio que resulte más favorecedor para la protección de los derechos 
humanos.”.

Por otro lado, el párrafo catorceavo del artículo 4° constitucional establece, 

en lo que interesa, que el Estado garantizará la entrega de un apoyo económico a 

las personas que tengan discapacidad permanente en los términos que fije la ley.

Para tal efecto, el Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Bienestar, 

pronunció el Acuerdo por el que se emiten las Reglas de Operación del 
Programa Pensión para el Bienestar de las Personas con Discapacidad 
Permanente.

Según el artículo 2.1 de dichas reglas de operación, el objetivo general es 

contribuir a mejorar el ingreso monetario de los hogares de las personas mexicanas 

con discapacidad permanente de niñas, niños, adolescentes y jóvenes de 0 a 29 

años de edad y personas de 30 y hasta un día antes de cumplir los 65 años de 

edad, que habiten en municipios y localidades indígenas o afromexicanas o en 

municipios o localidades con alto o muy alto grado de marginación, o personas de 
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30 y hasta un día antes de cumplir los 65 años de edad que residan en una entidad 

federativa cuyo gobierno haya firmado el Convenio para la Universalización de la 

Pensión para personas con discapacidad permanente.

Luego, con base en el artículo 2.2, el objetivo específico es otorgar apoyos 

económicos a la población objetivo del programa a través de una transferencia 

monetaria de manera bimestral, directa y sin intermediarios.
“2.2 Objetivos Específicos
Otorgar apoyos económicos a la población derechohabiente del Programa manera 

directa y sin intermediarios.
Adicionalmente, las personas derechohabientes de 0 a 17 años de edad, podrán 

acceder a servicios de rehabilitación como apoyo en especie otorgado por las Instituciones 
de Salud con las que la Instancia Responsable firme convenio.”

Por su parte, el artículo 4.1 establece el proceso de operación para para la 

atención a las personas solicitantes, el cual será de acuerdo con lo siguiente:

a) La identificación de las Personas con Discapacidad Permanente que 

residen en la República Mexicana, será con información obtenida a través de la 

compulsa de datos en sitio que realicen las personas prestadoras de servicios o 

servidoras públicas y del registro e inscripción en los Módulos de Atención 

instalados para tal efecto, los cuales se señalan en el numeral 4.2.1 inciso c) de 

las presentes Reglas de Operación.

b) Las personas prestadoras de servicios o servidoras públicas a través de 

los Módulos de Atención serán las responsables de llevar a cabo el registro 

estatal de las personas solicitantes que cumplan con lo establecido en el 

numeral 3.3 de las presentes Reglas de Operación. En el caso de que la 

documentación entregada tuviese errores o faltase algún documento, la 

persona solicitante podrá realizar la corrección de datos presentados y/o 

presentar la faltante en cualquier momento del ejercicio fiscal.

c) Se informará a la persona solicitante o a su adulto auxiliar, el resultado de 

su solicitud de incorporación al Programa, en un plazo máximo de dos meses 

a la captura del trámite por las Delegaciones de Programas para el Desarrollo a 

partir de su solicitud en los Módulos de Atención o través de la Línea de 

Bienestar establecidos en el numeral 6.2 Solicitudes de Información de las 

presentes Reglas de Operación.

d) Una vez validado el registro, se iniciará el proceso de entrega del medio 

de pago. El mecanismo de entrega se realizará por medio de las Delegaciones 

de Programas para el Desarrollo en coordinación con la Dirección General de 
Operación Integral de Programas (DGOIP), por medio de tarjeta bancaria. La 

entrega de la primera orden de emisión de pago o medio de pago hará las 

veces de aviso de incorporación al programa.
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e) A través de la Dirección General para la Validación de Beneficiarios 
(DGVB), se realizarán las acciones para bancarización de las personas 

derechohabientes. La DGVB podrá realizar el pago de 1 centavo como 

mecanismo de confirmación de la primera emisión por este medio.

La DGOIP implementará y operará el Programa de acuerdo con lo 

establecido en las presentes Reglas de Operación y la Guía de Procedimiento 

para el Operativo Bienestar que se puede consultar en la liga electrónica 

siguiente: https://www.gob.mx/bienestar/documentos/guia-para-eloperativo-

bienestar?state=published.

Pues bien, establecido lo anterior, en el caso, la agraviada es una persona 

adulta con discapacidad (B730 funciones relacionadas con la fuerza muscular; por lo 

que, el tres de septiembre de dos mil veinte, presentó su solicitud de 

incorporación al programa Pensión para el Bienestar de las Personas con 

Discapacidad.

Sin embargo, pasaron seis años y ninguna autoridad le informó si quedaron 

cubiertos o no los requisitos solicitados de incorporación.

Lo anterior, sin que pase inadvertido que en el escrito de demanda, la 

persona quejosa señala que al no tener respuesta respecto de dicha solicitud, el 

trece de junio de dos mil veintitrés, nuevamente ingreso una diversa (folio 

********), sin embargo, tampoco de autos se advierte el destino de la misma, 

muchos menos respuesta alguna, ya que las responsables solo aducen el registro 

de la citada con folio *******, de tres de septiembre de dos mil veinte.

En ese sentido, se vio obligada a presentar el presente juicio de 
amparo.

Ahora bien, al rendir el informe justificado, las autoridades responsables se 

limitaron a negar la existencia de los actos reclamados, sin embargo, aceptan haber 

brindado la atención respectiva a la parte quejosa respecto a la solicitud de 

incorporación con folio ******** máxime que la parte quejosa exhibió el original del 

acuse de recibo de la solicitud de incorporación al programa social en comento, lo 

que ocurrió desde el tres de septiembre de dos mil veinte.

Lo anterior, se traduce en que las responsables excedieron el plazo de dos 
meses con que cuentan para informar al solicitante si quedó incorporado o no al 

programa, pues cabe recordar que la quejosa inició el trámite desde el tres de 
septiembre de dos mil veinte, por lo que hay una dilación de aproximadamente 

seis años, de demora que no puede ser imputable a la quejosa de manera alguna.

En ese orden, dicha conducta de las responsables dejó en estado de 

incertidumbre a la quejosa al no informarle si cumplió a cabalidad o no con los 
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requisitos legales para tal efecto, lo que viola flagrantemente los artículos 4° y 17 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 28 de la 

Convención sobre los Derechos delas Personas con discapacidad, pues le impide 

gozar de sus necesidades básicas para vivir y de sufragar los gastos relacionados 

con su discapacidad.

En las relatadas condiciones, debido a lo fundado del motivo de disenso 

analizado bajo la suplencia de la queja deficiente, se CONCEDE el amparo y 

protección de la Justicia Federal solicitado.

Efectos del amparo. 

Con el objeto de restituir a la persona quejosa en el goce de los derechos 

violentados con relación al acto reclamado; y de conformidad con el artículo 77 de la 

Ley de Amparo, una vez que cause ejecutoria la presente resolución, las 

autoridades responsables, en el ámbito de sus atribuciones:

Informen a la persona quejosa, bajo las reglas de operación, si cumplió 
o no con los requisitos del programa.

Por lo que se encuentran facultadas para examinar la solicitud y los 

documentos presentados; realizar, de ser necesarias, las verificaciones y 

requerimientos previstos en las reglas aplicables, y emitir la determinación que en 

derecho proceda, sin que la medida les imponga una respuesta favorable.

Si, como resultado de ese procedimiento, las autoridades determinan que se 

reúnen los requisitos y que procede la incorporación, las responsables deberán 

adoptar de inmediato las medidas necesarias para que se entregue el apoyo que 

corresponda conforme a las Reglas de Operación del Programa Pensión para el 

Bienestar de las Personas con Discapacidad Permanente, a partir del bimestre de 

incorporación al padrón.

La obligación antes señalada será exigible, además, a todas aquellas 

autoridades que por razón de sus atribuciones se encuentren vinculadas al 

cumplimiento del fallo protector, por disposición del artículo 1973 de la Ley de 

Amparo.

Lo anterior encuentra sustento, en la jurisprudencia 1a./J. 57/2007, emitida 

por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, 

visible en la página 144, del Tomo XXV, mayo de 2007, Materia Común, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro siguiente:

“AUTORIDADES NO SEÑALADAS COMO RESPONSABLES. ESTÁN 
OBLIGADAS A REALIZAR LOS ACTOS NECESARIOS PARA EL EFICAZ 
CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO.”

3 “Artículo 197. Todas las autoridades que tengan o deban tener intervención en el cumplimiento de la 
sentencia, están obligadas a realizar, dentro del ámbito de su competencia, los actos necesarios para 
su eficaz cumplimiento y estarán sujetos a las mismas responsabilidades a que alude este Capítulo.”
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Por lo expuesto y fundado, con apoyo además en los artículos 61, 63, 73, 74, 

75, 76, 77, 78, 124, 217 y sexto transitorio de la Ley de Amparo, se;

RESUELVE:

ÚNICO. La Justicia de la Unión AMPARA Y PROTEGE a  **** ***** 

******** *********  por los motivos y para los efectos expuestos en el último 

considerando de esta sentencia.

NOTIFÍQUESE.
Así lo resolvió y firma electrónicamente Doctor en Derecho Karlos Alberto 

Soto García, Juez Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativo y 

de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Querétaro, ante Claudia Gómez 
Peralta, Secretaria del Juzgado que autoriza y da fe. Doy fe.

LA QUE SUSCRIBE CLAUDIA GÓMEZ PERALTA, SECRETARIA DEL JUZGADO SEGUNDO DE 
DISTRITO EN MATERIA DE AMPARO CIVIL, ADMINISTRATIVO Y DE TRABAJO Y DE JUICIOS FEDERALES EN 
EL ESTADO DE QUERÉTARO, HACE CONSTAR Y CERTIFICA: QUE EL DICTADO DE SENTENCIA, SE FIRMÓ 
ELECTRÓNICAMENTE CUANDO LO PERMITIERON LAS LABORES DEL JUZGADO. LO ANTERIOR EN 
TÉRMINOS DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 28 DEL ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL ÓRGANO DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL QUE REGULA LA INTEGRACIÓN Y TRÁMITE DEL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO 
Y EL USO DE VIDEO CONFERENCIAS EN TODOS LOS ASUNTOS COMPETENCIA DE LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES A CARGO DEL ÓRGANO. LO QUE SE HACE CONSTAR EL VEINTITRÉS DE OCTUBRE 
DE DOS MI VEINTISÉIS. DOY FE.

 40054, 40055, 40056, 40057, 40058 y 40059
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OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 23/10/26 22:03:34 - 23/10/26 16:03:34

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.ad.23

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 23/10/26 22:03:34 - 23/10/26 16:03:34

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 224905780

Datos estampillados: 6VT62DTbF+sNphi7AF0HJLuxrFw=
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aEl veintitres de octubre de dos mil veintiseis, la licenciada Claudia Gómez

Peralta, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Segundo de Distrito en
Materia de Amparo Civil, Administrativo y de Trabajo y de Juicios Federales
en el Estado de Querétaro, hago constar y certifico que en esta versión
pública no existe información clasificada como confidencial o reservada en
términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública. Conste.


